
 

LA QUINCUAGÉSIMA NOVENA LEGISLATURA DEL ESTADO DE 
QUERÉTARO, EN EJERCICIO DE LAS FACULTADES QUE LE CONFIEREN 
LOS ARTÍCULOS 135 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS, 17, FRACCIÓN XIX, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
DEL ESTADO DE QUERÉTARO Y 81 DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER 
LEGISLATIVO DEL ESTADO DE QUERÉTARO, Y 
 
 

CONSIDERANDO 
 
 
1. Que la Cámara de Diputados, mediante oficio No. DGPL64-II-5-641, remitió a 
esta Quincuagésima Novena Legislatura del Estado de Querétaro la «Minuta 
Proyecto de Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas 
disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 
materia de Guardia Nacional». 
 
 
2. Que en los últimos años México pasa por una crisis de violencia, inseguridad e 
impunidad, que causa un enorme sufrimiento social, hace imposible la 
construcción de bienestar, inhibe el desarrollo y amenaza con llevar al País a la 
inderogabilidad. El incremento de los índices delictivos expone a la población a la 
zozobra, destruye el tejido social, cobrándose decenas de miles de vidas al año y 
causando graves afectaciones patrimoniales. 
 
 
3. Que son tres los factores principales de esta situación: las políticas y medidas 
económicas implantadas desde hace treinta años, que han reducido las 
perspectivas de millones de mexicanos de tener un trabajo formal, seguridad 
social, educación o vivienda; la creciente corrupción en diversas esferas del 
gobierno y de la sociedad y la aplicación, desde hace años, de una estrategia 
rotundamente equivocada de seguridad y combate a la delincuencia.  
 
 
4. Que ante el abandono por parte del gobierno de los modelos de bienestar, 
movilidad social y redistribución de la riqueza, diversas expresiones delictivas, 
violentas o no, suplieron esas funciones. Por el número de empleos directos que 
genera, por el monto de divisas que produce y por el impulso que otorga a otras 
ramas, la delincuencia se ha ido convirtiendo en un sector de la economía que, en 
rigor, debería ser considerada como una porción fundamental de eso que se 
denomina sector informal.  
 
 
5. Que de un tiempo a la fecha se ha desarrollado, de la mano del modelo 



 

económico implantado para beneficio de una pequeña minoría una 
descomposición institucional sin precedentes, que minimizó la capacidad de 
respuesta del Estado ante el auge delictivo y minó todo el sistema de justicia. 
Procuradurías, corporaciones policiales, tribunales y cárceles, fueron infiltradas 
por grupos criminales. A comienzos de este siglo, la falta de cuerpos de policía 
confiables llevó a la fundación de la Policía Federal. Pero como se ha visto ésta no 
ha logrado adquirir la fuerza institucional requerida para hacer frente a la 
delincuencia creciente. 
 
 
6. Que por añadidura, en sus términos aún vigentes, la guerra contra las drogas 
y el crimen organizado llevó a la indebida confusión de los conceptos de seguridad 
nacional, seguridad interior y seguridad pública y ello se expresa en la manera 
desordenada e improvisada en la que las autoridades civiles han dispuesto de las 
Fuerzas Armadas para enfrentar a la delincuencia, sin otorgarles las facultades 
legales y sin establecer las reglas claras de contención y límites para esa tarea. 
 
 
7. Que como se ha visto, la estrategia de confrontación policial y militar no ha 
logrado recuperar la paz social, la seguridad y el estado de derecho. México se ha 
convertido en un país de víctimas, en virtud de que más del noventa por ciento de 
los delitos cometidos desembocan en la impunidad y el País sigue padeciendo la 
aguda carencia de una policía profesional, capaz de prevenir e investigar, de 
identificar y detener a presuntos culpables de actos ilícitos. 
 
 
8. Que la obligación primera de cualquier Estado es preservar la integridad de la 
población ante toda suerte de amenazas. De esa responsabilidad deriva la 
conformación de sistemas de seguridad nacional, seguridad pública y protección 
civil, así como la formulación de leyes, instituciones y mecanismos para la defensa 
de los Derechos Humanos.  
 
 
9. Que ciertamente, para resolver la inseguridad, la violencia y el descontrol de 
diversas regiones es necesario un programa en los ámbitos jurídico, económico, 
social, educativo y de salud. En muchas circunstancias históricas, tanto nacionales 
como foráneas, ha quedado claro que la paz y la tranquilidad son frutos de la 
justicia y del bienestar. Lo anterior no significa, por supuesto, que las autoridades 
gubernamentales puedan prescindir, independientemente de las circunstancias, de 
una institución policial profesional, eficiente y de carácter nacional.  
 
 
10. Que es necesario diseñar una solución efectiva a la falta de una corporación 
capaz y suficiente para prevenir la criminalidad, neutralizar la violencia delictiva, 



 

investigar las violaciones a la Ley e identificar, detener y presentar ante los 
organismos jurisdiccionales correspondientes a los presuntos infractores. 
 
 
11. Que hoy en día las Fuerzas Armadas siguen siendo el principal y el más 
confiable pilar de la seguridad en nuestro País; pero siguen careciendo de un 
marco legal específico y de una formulación institucional adecuada para participar 
en esa tarea. Como consecuencia, los institutos castrenses han pagado un alto 
costo en vidas de soldados y marinos, han experimentado un desgaste 
injustificable, han sido distraídos de sus funciones constitucionales explícitas y se 
ha generado una indeseable erosión en sus vínculos con la población civil. 
 
 
12. Que la crisis de violencia e inseguridad actual es evidente y el Estado no 
puede asegurar el cumplimiento de la legalidad ni reconstruir la paz sin el 
concurso de los institutos armados. El retiro de los soldados y marinos de las 
tareas de seguridad pública colocaría a diversas regiones y a sus habitantes en 
una total indefensión ante la criminalidad organizada. 
 
 
13. Que por tales motivos, se plantea resolver ambos problemas, los vacíos 
legales en los que operan las Fuerzas Armadas en la seguridad pública y la 
carencia de una institución policial profesional y capaz de afrontar el desafío de la 
inseguridad y la violencia, mediante la creación de una Guardia Nacional, 
expresamente encargada de prevenir y combatir el delito en todo el territorio 
nacional y dotada de la disciplina, la jerarquía y el escalafón propios de los 
institutos castrenses.  
 
 
14. Que existen razones de peso, tanto de índole histórica como internacional, 
para adscribir a la nueva corporación al ámbito castrense y la primera de esas 
razones es de carácter urgente: los institutos militares nacionales son los únicos 
que tienen el personal, la capacidad, el espíritu de cuerpo y las instalaciones 
requeridas para empezar a conformar la Guardia Nacional. 
 
 
15. Que la Guardia Nacional será una institución del Estado cuya función sea la 
de participar en la salvaguarda de los derechos de las personas y sus bienes, 
preservar el orden y la paz públicas, así como los bienes y recursos de la Nación. 
Esta institución se constituirá con los elementos de la Policía Federal, Policía 
Militar y Policía Naval. Sin embargo, tendrán su propio régimen, que preverá 
requisitos de acceso, permanencia, ascenso y capacitación en materia de uso de 
la fuerza y respeto a los Derechos Humanos. 
 



 

 
16. Que dicha propuesta parte de la necesidad de que los efectivos del ejército y 
la fuerza armada de México, quienes actualmente realizan tareas de combate a la 
delincuencia, regresen al ejercicio de sus potestades constitucionales, como 
fuerzas de defensa de la Nación, y, en su lugar, formar y desplegar una fuerza con 
disciplina especialmente adiestrada para ejercer funciones de salvaguarda de 
derechos y bienes de las personas, así como de preservación del orden y la paz 
públicas.  
 
 
17. Que es pertinente reiterar que para garantizar los Derechos Humanos y 
asegurar la actuación de la nueva corporación con apego a los protocolos de 
protección de las garantías establecidas en la Carta Magna, todos los elementos 
de la Guardia Nacional recibirán formación en Derechos humanos y capacitación y 
adiestramiento en labores policiales, así como en el dominio de un protocolo para  
la intervención y el uso de la fuerza, atendiendo a los criterios de necesidad, 
proporcionalidad y respeto a las leyes vigentes 
 
 
18. Que la Quincuagésima Novena Legislatura del Estado de Querétaro, comparte 
los motivos que impulsaron a la Cámara de Diputados a aprobar la Minuta 
Proyecto de Decreto objeto de este voto, expuesto conforme al expediente 
remitido a esta Representación Popular. 
 
 
19. Que al tenor de la Minuta Proyecto de Decreto remitido por la Cámara de 
Diputados, el texto respectivo quedaría conforme a lo siguiente: 

 
 

“M I N U T A 
 

P R O Y E C T O 
 

D E 
 

D E C R E T O 
 
 
POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS 
DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA DE GUARDIA NACIONAL. 
 
 
Artículo Único. – Se reforman los artículos 10; 16, párrafo quinto; 21, 



 

párrafos noveno, décimo y su inciso b); 31, fracción III; 35, fracción IV;36, 
fracción II; 73, fracción XXIII; 76, fracciones IV y XI, y 89, fracción VII; se 
adicionan los párrafos décimo primero, décimo segundo y décimo tercero 
al artículo 21; y se derogan la fracción XV del artículo 73, y la fracción I del 
artículo 78 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
para quedar como sigue:  
 
 
Artículo 10. Los habitantes de los Estados Unidos Mexicanos tienen 
derecho a poseer armas en su domicilio, para su seguridad y legítima 
defensa, con excepción de las prohibidas por la Ley Federal y de las 
reservadas para el uso exclusivo de la Fuerza Armada permanente y 
los cuerpos de reserva. La ley federal determinará los casos, 
condiciones, requisitos y lugares en que se podrá autorizar a los 
habitantes la portación de armas. 
. 
 
Artículo 16. … 
 
… 
 
… 
 
… 
 
Cualquier persona puede detener al indiciado en el momento en que 
esté cometiendo un delito o inmediatamente después de haberlo 
cometido, poniéndolo sin demora a disposición de la autoridad civil 
más cercana y ésta con la misma prontitud, a la del Ministerio 
Público. Existirá un registro inmediato de la detención. 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 



 

 
… 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 
 
Artículo 21. … 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 
 
La seguridad pública es una función del Estado a cargo de la 
Federación, las entidades federativas y los Municipios, cuyos fines 
son salvaguardar la vida, las libertades, la integridad y el patrimonio 
de las personas, así como contribuir a la generación y preservación 
del orden público y la paz social, de conformidad con lo previsto en 
esta Constitución y las leyes en la materia. La seguridad pública 
comprende la prevención, investigación y persecución de los delitos, 
así como la sanción de las infracciones administrativas, en los 
términos de la ley, en las respectivas competencias que esta 
Constitución señala. La actuación de las instituciones. de seguridad 
pública se regirá por los principios de legalidad, objetividad, 
eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos 
humanos reconocidos en esta Constitución. 
 
Las instituciones de seguridad pública, incluyendo la Guardia 



 

Nacional, serán de carácter civil, disciplinado y profesional. El 
Ministerio Público y las instituciones policiales de los tres órdenes de 
gobierno deberán coordinarse entre sí para cumplir los fines de la 
seguridad pública y conformarán el Sistema Nacional de Seguridad 
Pública, que estará sujeto a las siguientes bases mínimas: 
 
a) … 

 
b) El establecimiento de un sistema nacional de información en 
seguridad pública a cargo de la Federación al que ésta, las entidades 
federativas y los municipios, a través de las dependencias 
responsables de la seguridad pública, proporcionarán la información 
de que dispongan en la materia, conforme a la ley. El sistema 
contendrá también las bases de datos criminalísticos y de personal 
para las instituciones de seguridad pública. Ninguna persona podrá 
ingresar a las instituciones de seguridad pública si no ha sido 
debidamente certificada y registrada en el sistema. 
 
c) a e) … 
 
La Federación contará con una institución policial de carácter civil 
denominada Guardia Nacional, cuyos fines son los señalados en el 
párrafo noveno de este artículo, la coordinación y colaboración con 
las entidades federativas y municipios, así como la salvaguarda de 
los bienes y recursos de la Nación. 
 
La ley determinará la estructura orgánica y de dirección de la Guardia 
Nacional, que estará adscrita a la secretaría del ramo de seguridad 
pública, que formulará la Estrategia Nacional de Seguridad Pública, 
los respectivos programas, políticas y acciones. 
 
La formación y el desempeño de los integrantes de la Guardia 
Nacional y de las demás instituciones policiales se regirán por una 
doctrina policial fundada en el servicio a la sociedad, la disciplina, el 
respeto a los derechos humanos, al imperio de la ley, al mando 
superior, y en lo conducente a la perspectiva de género. 
 
Artículo 31. … 
 
I. y II. … 
 
III. Alistarse y servir en los cuerpos de reserva, conforme a la ley, 
para asegurar y defender la independencia, el territorio, el honor, los 
derechos e intereses de la Patria, y 



 

 
IV. … 
 
Artículo 35. … 
 
I. a la III. … 
 
IV. Tomar las armas en la Fuerza Armada permanente o en los 
cuerpos de reserva, para la defensa de la Republica y de sus 
instituciones, en los términos que prescriben las leyes; 
 
V. a VIII. … 
 
Artículo 36. … 
 
I.  … 
 
II. Formar parte de los cuerpos de reserva en términos de ley; 
 
III. a V. … 
 
Artículo 73. … 
 
I. a XIV. … 
 
XV. Derogada. 
 
XVI. a XXII. … 
 
XXIII. Para Expedir leyes que, con respeto a los derechos humanos, 
establezcan las bases de coordinación entre la Federación, las 
entidades federativas y los municipios; organicen la Guardia 
Nacional y las demás instituciones de seguridad pública en materia 
federal, de conformidad con lo establecido en el artículo 21 de esta 
Constitución; así como la Ley Nacional sobre el Uso de la Fuerza, y la 
Ley Nacional del Registro de Detenciones; 
 
XXIV. a XXXI. … 
 
Artículo 76. … 
 
I. a III. … 
 
IV. Analizar y aprobar el informe anual que el Ejecutivo Federal le 



 

presente sobre las actividades de la Guardia Nacional; 
 
V. a X. … 
 
XI. Analizar y aprobar la Estrategia Nacional de Seguridad Pública, en 
el plazo que disponga la ley, previa comparecencia del titular de la 
secretaría del ramo. En caso de que el Senado no se pronuncie en 
dicho plazo, ésta se entenderá aprobada; 
 
XII.  a XIV. … 
 
Artículo 78. … 
 
… 
 
I. Derogada. 
 
II. a VIII. … 
 
Artículo 89. … 
 
I. a VI. … 
 
VII. Disponer de la Guardia Nacional en los términos que señale la 
ley; 
 
VIII. a XX. … 
 
 

Transitorios 
 
 

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su 
publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

 
El Congreso de la Unión dentro de los 60 días naturales siguientes a 

la entrada en vigor de este Decreto, expedirá la Ley de la Guardia 
Nacional y hará las adecuaciones legales conducentes, 

 
Asimismo, expedirá las leyes nacionales que reglamenten el uso de 

la fuerza y del registro de detenciones dentro de los 90 días naturales 
siguientes a la entrada en vigor de este Decreto. 

 
Segundo. La Guardia Nacional se constituirá a la entrada en vigor 
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del presente Decreto con los elementos de la Policía Federal, la 
Policía Militar y la Policía Naval que determine en acuerdos de 
carácter general el Presidente de la República. En tanto se expide la 
ley respectiva, la Guardia Nacional asumirá los objetivos, 
atribuciones y obligaciones previstas en los artículos 2 y 8 de la Ley 
de la Policía Federal, con la gradualidad que se requiera para 
asegurar la continuidad de operaciones y la transferencia de 
recursos humanos, materiales y financieros que correspondan De 
igual forma, el Ejecutivo Federal dispondrá lo necesario para la 
incorporación de los elementos de las policías Militar y Naval a la 
Guardia Nacional y designará al titular del órgano de mando superior 
y a los integrantes de la instancia de coordinación operativa 
interinstitucional formada  por representantes de las secretarías del 
ramo de Seguridad, de la Defensa Nacional y de Marina. 

 
Tercero. Los elementos de las policías Militar y Naval, así como 

otros elementos de mando y servicios de apoyo de la Fuerza Armada 
permanente, que sean asignados a la Guardia Nacional, conservarán 
su rango y prestaciones; la ley garantizará que cuando un elemento 
sea reasignado a su cuerpo de origen, ello se realice respetando los 
derechos con que contaba al momento de ser asignado a aquélla, así 
como el reconocimiento del tiempo de servicio en la misma, para 
efectos de su antigüedad. Lo anterior será aplicable, en lo 
conducente, a los elementos de la Policía Federal que sean adscritos 
a la Guardia Nacional. 

 
Cuarto. Al expedir las leyes a que se refiere la fracción XXIII del 

artículo 73 de esta Constitución, el Congreso de la Unión estará a lo 
siguiente: 

 
I. Las reformas a la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública deberán contemplar, al menos, los siguientes elementos: 
 
1. La normativa sobre la formación y actuación de las instituciones 

de policía encargadas de la seguridad pública en términos de la 
doctrina policial civil establecida en el artículo, 21 de esta 
Constitución; y 

 
2. La regulación del sistema nacional de información en seguridad 

pública a que se refiere el inciso b) del párrafo décimo del artículo 21 
constitucional. 

 
II. La ley de la Guardia Nacional contendrá, al menos, los siguientes 
elementos: 



 

 
1. Los supuestos para la coordinación y colaboración de la Guardia 

Nacional con las instituciones de seguridad pública de las entidades 
federativas y de los Municipios; 

 
2. Las reglas para determinar las aportaciones de las entidades 

federativas y municipios cuando soliciten la colaboración de la 
Guardia Nacional para la atención de tareas de seguridad pública de 
competencia local; 

 
3. Lo relativo a la estructura jerárquica, regímenes de disciplina que 

incluya faltas, delitos y sanciones a la disciplina policial, 
responsabilidades y servicios, ascensos, prestaciones, ingreso, 
educación, capacitación, profesionalización y el cumplimiento de las 
responsabilidades y tareas que puedan homologarse, en lo 
conducente a las disposiciones aplicables en el ámbito de la Fuerza 
Armada permanente; 

 
4. Los criterios de evaluación del desempeño de sus integrantes; 
 
5. La regulación sobre la disposición, posesión, portación y uso de 

armas de fuego, atendiendo los estándares y mejores prácticas 
internacionales; 

 
6. Las hipótesis para la delimitación de la actuación de sus 

integrantes; 
 
7. Los requisitos que deberán cumplir sus integrantes, conforme a 

las leyes aplicables; y 
 
8. Los componentes mínimos del informe anual a que se refiere la 

fracción IV del artículo 76 de esta Constitución.  
 
III. La Ley Nacional sobre el Uso de la fuerza establecerá, por lo 
menos las. siguientes previsiones: 
 
1. La finalidad, alcance y definición del uso de la fuerza pública; 
 
2. Los sujetos obligados al cumplimiento del ordenamiento y los 

derechos y obligaciones de los integrantes de instituciones con 
atribuciones para llevar a cabo el ejercicio de la fuerza pública; 

 
3. La sujeción del uso de la fuerza a los principios de legalidad, 

necesidad, proporcionalidad, racionalidad y oportunidad; 



 

 
4. La previsión del adiestramiento en medios, métodos, técnicas y 

tácticas del uso de la fuerza mediante el control físico, el empleo de 
armas incapacitantes, no letales y de armas letales; 

 
5. Los niveles para el uso de la fuerza pública por los servidores 

públicos en el ejercicio de sus atribuciones para hacer cumplir la ley; 
 
6. La distinción y regulación de las armas e instrumentos 

incapacitantes, no letales y letales; 
 
7. Las reglas sobre la portación y uso de armas de fuego entre los 

integrantes de instituciones con atribuciones para llevar a cabo el 
ejercicio de la fuerza pública, así como sus responsabilidades y 
sanciones; 

 
8. Las previsiones de actuación de los integrantes de instituciones 

con atribuciones para llevar a cabo el ejercido de la fuerza pública, 
con relación a personas detenidas, bajo su custodia o en 
manifestaciones públicas; 

 
9. Las normas para la presentación de informes de los servidores 

públicos que hagan uso de armas de fuego en el desempeño de sus 
funciones, así como para su sistematización y archivo, y 

 
10. Las reglas básicas de adiestramiento y gestión profesional del 

uso de la fuerza pública. 
 

IV. La Ley Nacional del Registro y los principios que rigen su 
conformación, uso y conservación; 

 
1. Las características del Registro y los principios que rigen su 

conformación, uso y conservación; 
 
2. El momento de realizar el registro de la persona dentro del 

procedimiento de detención; 
 
3. El tratamiento de los datos personales de la persona detenida, en 

términos de las leyes en la materia; 
 
4. Los criterios para clasificar la información como reservada o 

confidencial; 
 
5. Las personas autorizadas para acceder a la base de datos del 



 

Registro y los niveles de acceso; 
 
6. Las atribuciones de los servidores públicos que desempeñen 

funciones en el Registro y sus responsabilidades en la recepción, 
administración y seguridad de la información; y 

 
7. La actuación que deberá desplegar el Registro y su personal en 

caso de ocurrir hechos que pongan en riesgo o vulneren su base de 
datos. 

 
Quinto. Durante los cinco años siguientes a la entrada en vigor del 

presente Decreto, en tanto la Guardia Nacional desarrolla su 
estructura, capacidades e implantación territorial, el Presidente de la 
República podrá disponer de la Fuerza Armada permanente en tareas 
de seguridad pública de manera extraordinaria, regulada, fiscalizada, 
subordinada y complementaria. 

 
El Ejecutivo Federal incluirá un apartado sobre el uso de la facultad 

anterior en la prestación del informe a que se hace referencia en la 
fracción IV del artículo 76. 

 
Sexto. Durante el periodo a que se refiere el artículo anterior, para la 

conformación y funcionamiento de la Guardia Nacional, las 
secretarías de los ramos de Defensa Nacional  y de Marina 
participarán, conforme a la ley, con la del ramo de seguridad, para el 
establecimiento de su estructura jerárquica, sus regímenes de 
disciplina, de cumplimiento de responsabilidades y tareas, y de 
servicios, así como para la instrumentación de las normas de 
ingreso, educación, capacitación, profesionalización, ascensos y 
prestaciones, que podrán estar homologados en lo conducente, a las 
disposiciones aplicables en el ámbito de la Fuerza Armada 
permanente. 

 
Séptimo. Los Ejecutivos de las entidades federativas presentarán 

ante el Consejo Nacional de Seguridad Pública, en un plazo que no 
podrá exceder de 180 días a partir de la entrada en vigor del presente 
Decreto, el diagnóstico y el programa para el fortalecimiento del 
estado de fuerza y las capacidades institucionales de sus respectivos 
cuerpos policiales estatales y municipales. 

 
Para la ejecución del programa, se establecerán las previsiones 

necesarias en los presupuestos de Egresos de la Federación y de las 
entidades federativas, sobre la base de la corresponsabilidad a partir 
del ejercicio fiscal de 2020. 



 

 
Un año después de haberse emitido el programa referido, el 

Ejecutivo local enviará anualmente a la Legislatura de la entidad 
federativa correspondiente y al Consejo Nacional de Seguridad 
Pública, la evaluación integral del mismo con el informe sobre los 
avances en los Objetivos señalados y su cumplimiento en un 
horizonte de seis años. Los resultados de la evaluación serán 
considerados para el ajuste del programa y su calendario de 
ejecución, por los órganos correspondientes. 

 
 

Por lo expuesto, la Quincuagésima Novena Legislatura del Estado de Querétaro, 
expide el siguiente: 

 
 

DECRETO POR EL QUE LA QUINCUAGÉSIMA NOVENA LEGISLATURA DEL 
ESTADO DE QUERÉTARO, APRUEBA LA «MINUTA PROYECTO DE 
DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN 
DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA DE GUARDIA NACIONAL». 
 
 
Artículo Único. La Quincuagésima Novena Legislatura del Estado de Querétaro 
expresa su voto favorable a la «Minuta Proyecto de Decreto por el que se 
reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Guardia Nacional». 
 

 
TRANSITORIOS 

 
 
Artículo Primero. El presente Decreto entrará en vigor a partir del día siguiente 
de su aprobación por el Pleno de la Quincuagésima Novena Legislatura del 
Estado de Querétaro. 
 
Artículo Segundo. Remítase el presente Decreto a la Cámara de Diputados del 
Congreso de la Unión, para los efectos de lo dispuesto por el artículo 135 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
Artículo Tercero. Remítase al titular del Poder Ejecutivo del Estado de Querétaro 
para su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Querétaro 
“La Sombra de Arteaga”. 
 
 



 

LO TENDRÁ ENTENDIDO EL CIUDADANO GOBERNADOR CONSTITUCIONAL 
DEL ESTADO DE QUERÉTARO Y MANDARÁ SE IMPRIMA Y PUBLIQUE. 
 
DADO EN EL SALÓN DE SESIONES “CONSTITUYENTES 1916-1917” 
RECINTO OFICIAL DEL PODER LEGISLATIVO DEL ESTADO DE 
QUERÉTARO, A LOS CINCO DÍAS DEL MES DE MARZO DEL AÑO DOS MIL 
DIECINUEVE. 
 

 
A T E N T A M E N T E  

QUINCUAGÉSIMA NOVENA LEGISLATURA  
DEL ESTADO DE QUERÉTARO 

MESA DIRECTIVA 
 
 
 

DIP. ROBERTO CARLOS CABRERA VALENCIA 
PRESIDENTA 

 
 
 

DIP. VERÓNICA HERNÁNDEZ FLORES 
PRIMERA SECRETARIA  

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
(HOJA DE FIRMAS DEL DECRETO POR EL QUE LA QUINCUAGÉSIMA 
NOVENA LEGISLATURA DEL ESTADO DE QUERÉTARO, APRUEBA LA 
«MINUTA PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, 
ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA DE 
GUARDIA NACIONAL») 


